Oficio de la Corte Suprema.

"Oficio Nº 002017

Ant.; AD-16.475

Santiago, 13 de septiembre de 2000.

Mediante oficio Nº 3023 de 16 de agosto del año en curso, esa honorable Cámara de Diputados remitió a esta Corte Suprema copia del veto por el que su Excelencia el Presidente de la República formulara observaciones al proyecto de ley sobre las Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, solicitando se emita un informe en conformidad con lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 74 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 16 de la ley Nº 19.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Al respecto cabe señalar que reunido el Tribunal Pleno de esta Corte Suprema el día 8 de septiembre en curso, bajo la presidencia del infrascrito y con la asistencia de los ministros señores Jordán, Faúndez, Correa, Garrido, Navas, Libedinsky, Benquis, Tapia, Gálvez, Chaigneau, Cury, Pérez, Álvarez H. y Marín, se tomó en relación con la solicitud de esa honorable Cámara, el siguiente acuerdo:

1. En el Mensaje de su Excelencia el Presidente de la República, refiriéndose a las materias que ahora interesan, y que revelan, en lo que a esta Corte corresponde informar, el espíritu de la legislación propuesta, ha señalado literalmente:

"Propongo que la justicia ordinaria sea siempre competente para conocer de los delitos cometidos por civiles en razón del ejercicio de las libertades de opinión e información consagradas en el artículo 19, Nº 12 de la Constitución Política de la República, y que esta competencia prevalezca sobre toda otra norma que pudiera alterar sus efectos".

2. Acorde con tales principios el artículo 27 nuevo y que sustituyó al primitivo 17 del Proyecto, dice "El conocimiento y resolución de las denuncias o querellas por infracciones al Título IV, corresponderán al tribunal con competencia en lo criminal del domicilio del medio de comunicación social".

El Título IV referido, antiguo Título III, lleva por epígrafe "del derecho de aclaración y de rectificación".

El artículo 17, con el que comienza el señalado Título dice que "toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social, tiene derecho a que su aclaración o rectificación sea gratuitamente difundida, en las condiciones que se establecen en los artículos siguientes, por el medio de comunicación social en que esa información hubiere sido emitida".

Por su parte el artículo 42 nuevo dice: "La justicia ordinaria será siempre competente para conocer de los delitos cometidos por civiles con motivo o en razón del ejercicio de las libertades de opinión e información declaradas en el Artículo 19 número 12, inciso primero, de la Constitución Política de la República.

Esta regla de competencia prevalecerá sobre toda otra que pudiera alterar sus efectos, en razón de la conexidad de los delitos, del concurso de delincuentes o del fuero que goce alguno de los inculpados".

Estas normas constituyen una aplicación de la regla general en materia de competencia en la legislación nacional, y por lo mismo son informadas favorablemente por esta Corte Suprema.

3. Los nuevos artículos 40 y 41, que se enmarcan dentro de una línea de uniformidad de los asuntos relacionados con el ejercicio de la libertad de opinión, expresan:

"Artículo 40.- La responsabilidad penal y civil por los abusos que se cometan en el ejercicio de las libertades que consagra el inciso 1º del artículo 12 de la Constitución Política de la República, se determinará por las normas de esta ley y las de los Códigos respectivos.

Se considerará también autor, tratándose de los medios de comunicación social, al director o a quien legalmente lo reemplace al efectuarse la publicación o difusión, salvo que se acredite que no hubo negligencia de su parte".

"Artículo 41.- La acción civil para obtener la indemnización de daños y perjuicios derivada de delitos penados en esta ley se regirá por las reglas generales.

La comisión de los delitos de injuria y calumnia a que se refiere el artículo 30 -cometidos a través de cualquier medio social- dará derecho a indemnización por el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral.".

Por la razón que se ha dado esta Corte también informa favorablemente tales normas.

4. De otra parte, en virtud del nuevo artículo 49 se intercala en el artículo 50 Nº 2 del Código Orgánico de Tribunales, entre la expresión "los ministros de Estado" y la expresión "los Intendentes y Gobernadores", la siguiente expresión: "Senadores, diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, General Director de Carabineros de Chile, Director General de la Policía de Investigaciones de Chile".

De este modo corresponderá conocer de las causas civiles en que sean parte o tenga interés alguna de las autoridades señaladas un ministro de Corte de Apelaciones y no un Juez de letras en primera instancia, aunque se tratara de asuntos de una cuantía inferior a 10 U.T.M., como sucede en la actualidad. En realidad atendida la alta investidura de las personas de que se trata, se cumple con la nueva disposición de mejor manera con la finalidad del fuero civil, al equipararlas con aquellas de que ya gozaban con el llamado "Fuero Mayor".

5. En lo que dice relación ahora con las modificaciones que se introducen a la Ley sobre Seguridad Interior del Estado, debe señalarse que se reemplaza la letra b) del artículo 6 por el siguiente: "b) los que ultrajaren públicamente la bandera, el escudo, el nombre de la patria o el himno nacional". Por tanto se excluye de la figura penal que esa norma consagra "a los que injurien o calumnien al Presidente de la República, ministros de Estado, senadores o diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, o general Director de Carabineros, sea que la difamación, la injuria o la calumnia se cometa con motivo o no del ejercicio de las funciones del ofendido".

Sobre esta materia esta Corte Suprema emitió su opinión en informe de 17 de mayo de 1999, remitido mediante oficio signado con el número 0531.

6. A la misma ley sobre Seguridad Interior del Estado y evidentemente con la idea de unificar los asuntos de la naturaleza de los que son materia del Proyecto, el artículo 17 se reemplaza por el siguiente: "La responsabilidad penal por los delitos previstos y sancionados en esta ley, cometidos a través de un medio de comunicación social, se determinará de conformidad a lo prescrito en el artículo 40 de la Ley sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo". Esta misma intención en la derogación de los artículos 18, 19, 20 y 21.

En razón de la finalidad unificadora que persiguen estas disposiciones esta Corte Suprema las informa favorablemente.

7. Finalmente se deroga la ley Nº 16.643, sobre Abuso de Publicidad, lo que trae consigo la derogación de lo establecido en su artículo 24.

Al respecto, esta Corte Suprema estima que de tales derogaciones, por la finalidad protectora de los menores de la norma del artículo 24, sería conveniente mantenerlo dentro de la legislación.

Es cuanto podemos informar a V.S.
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